
FORUM 

ARRENDAMIENTOS URBANOS. (Sentencias de apelación de la 

Audiencia Territorial de Albacete) 

ANOTADAS POR 
DIEGO ESPIN 

«Subarriendo protegido. Subarriendo ilegal. Resolución del subarriendo al 
resolverse el contrato básico de arrendamiento. Innecesidad de demandar 
al subarrendatario. Unidad contractual del arrendamiento de los varios pi­
sos de una casa»: Sentencia de 27 de mayo de 1959. 

El Casino de Murcia, dueño de la casa núm de la calle.... 
de dicha Capital, presenta demanda de resolución del contrato 
de arrendamiento de la misma, basada en que el arrendatario 
Don ha subarrendado el piso bajo y el primero, de dicho in­
mueble. El arrendatario opone la excepción de que el piso bajo 
está subarrendado desde el año 1944, y por tanto, gozando de 
la prórroga legal que le concede la Disposición transitoria 4.* 
de la vigente L A U ; y en cuanto al primero niega el subarriendo, 
diciendo que continúa siendo él el t i tular del negocio instalado 
en el mismo, y que sólo recibe ayuda de otro compañero de pro­
fesión; excepciona asimismo, que el piso tercero de dicho in­
mueble está habitado por un subarrendatario desde el año 1937, 
y que al no haber sido demandado, como exige el art. 25 LAU, 
no puede prosperar la demanda. 

El Juzgado de 1.* Instancia número 3 de Murcia dictó sen­
tencia estimando íntegramente la demanda y declarando resuel­
to el contrato de arrendamiento sobre toda la casa, arrendada en 
su totalidad y en unidad de.contrato y en su consecuencia decla­
rando extinguidos todos los contratos de subarriendo derivados 
del resuelto contrato de arrendamiento. Contra dicha sentencia 
se interpuso apelación por el demandado, ante la Audiencia de 
Albacete, la cual confirmó la resolución recurrida en mérito a ios 
siguientes Considerandos. 
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CONSIDERANDO: que la acción resolutoria objeto de esta litis, se cons­
truye sobré la causa 2.° del artículo 114 de la vigente Ley de Arrendamientos 
Urbanos, por haber subarrendado el arrendatario, dos pisos de los cuatro que 
forman el inmueble arrendado, el cual disfruta el demandado en virtvid de con­
trato de arrendamiento con unidad de objeto y precio único celebrado el veinti­
cuatro de julio de mil novecientos treinta y uno, con la Entidad demandante; 
los dos pisos que se dicen subarrendados, son el bajo y el primero, destinados, 
aquél a establecimiento confecciones, y éste a peluquería, y, como el deman­
dado ha reconocido la realidad del subarriendo del piso bajo, aunque estimán­
dolo protegido por la Disposición transitoria cuarta de la Ley de Arrendamien­
tos Urbanos, y ha negado el refer.ente al piso primero, es necesario estudiar por 
separado cada uno de ellos, puesto que tienen en la litis elementos probatorios 
independientes, y les son aplicables preceptos legales distintos. 

CONSIDERANDO: que es un hecho probado, a través de la coincidente 
prueba documental y testifical practicada a instancia del demandado, que el 
piso bajo de la casa objeto del contrato, está ocupado desde el año mil nove­
cientos cuarenta y cuatro, por don que lo dedica a local de negocio, estan­
do asimismo admitido por las partes—- hecho 3.° de la demanda y contesta­
ción— que dicho señor paga mensualmente al arrendatario-demandado, una 
cantidad fia en concepto de renta, sin intervención alguna de la Entidad arren­
dadora en tales relaciones contractuales, y continuando vigente el contrato de 
arrendamiento principal con todas sus consecuencias, d,e cuyos hechos deduce 
esta Sala que entre el arrendatario y don , se ha celebrado un contra­
to de subarriendo del piso bajo de la casa, que data del año 1944 y que, al 
concurrir en él los demás requisitos exigidos por la Disposición transitoria 
cuarta, apartado a) de la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos, no puede 
dar lugar a la resolución del arrendamiento principal, pretendida én la de­
manda. 

CONSIDERANDO: que en el piso primero tuvo instalada el demandado 
una Peluquería denominada «Cuatro Naciones» y desde fecha reciente no con­
cretada en autos, pero posterior a la entrada en vigor de la Ley de Arrenda­
mientos Urbanos de 1956, aparece anunciada al público con el nombre comer­
cial «Duarte», correspondiente a otro industrial del mismo gremio, que a su 
vez es dueño de otro negocio de peluquería instalado en la misma Capital, ex­
presándose en el letrero anunciador referido, además del nombre comercial 
«Duarte», que antes era conocida por el que usaba el arrendatario-demandado, 
cuando explotaba dicho negocio, teniendo los dos establecimientos actuales 
«Duarte» mencionados, el mismo número de teléfono y encontrándose al fren-" 
te del que es objeto de esta litis, un hijo del titular de ambas industrias; es­
tos hechos, plenamente acreditados, por las manifestaciones de las partes en 
sus escritos, por la prueba de confesión del demandado y por la manifestación 
del testigo cuyo apellido se usa para dar nombre a la peluquería, conducen 
a estimar que el arrendatario, sin permiso, ni conocimiento del arrendador, ha 
cedido el piso primero del inmueble arrendado, a un tercero para que explote 
el negocio de peluquería, del que con anterioridad era dueño, y aunque se ig­
nore la renta convenida entre cedente y cesionario, cabe enmarcar el contrato 
en la figura jurídica del subarriendo, al no haberse alegado el traspaso, puesto 
que el arrendatario continúa manteniendo las relaciones contractuales con el 
arrendador, el suba,rriendo ha sido alegado por el demandante y es además el 
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acto jiirídico que realiza ordinariamente el demandado con las distintas plantas 
de la casa, pues subarrendados tuvo y tiene la planta baja y el piso tercero, 
que después será objeto de examen. 

CONSIDERANDO: que a la anterior apreciación no se opone la alegación 
del demandado que pretende encubrir el subarriendo bajo la apariencia de una 
ayuda desinteresada que le hace un compañero de profesión, o por medio de 
un contrato de arrendamiento de servicios celebrado con el hijo del subarren­
datario, como se argüyó en el acto de la vista, pues no es admisible en el or­
den normal de las cosas, que un industrial cambie la muestra de su acreditado 
negocio, por la de otro de inferior categoría, ni cabe tampoco pensar que el 
dueño de un establecimiento ponga el rótulo de publicidad a nombre de un de­
pendiente, que a su vez tiene otro negocio igual en la misma ciudad, sino que 
tal cambio, unido a la presencia del hijo del subarrendatario al frente del ne­
gocio y a la coexistencia de un mismo número de teléfono para las dos indus­
trias que éste explota, están proclamando la ocupación ilegal de la planta pri­
mera del inmueble, por un tercero ajeno a la relación arrendaticia, cuya ocu­
pación enmarca esta Sala en la figura jurídica del subarriendo no consentido, 
que merece la sanción resolutoria del contrato principal, prevista en la causa 
segunda del artículo ciento catorce de la vigente Ley de Arrendamientos Ur­
banos. 

CONSIDERANDO: que al dar lugar a la resolución del contrato que vin­
cula a las partes, es obligado declarar resueltos los subarriendos derivados de 
él, y por tanto el que afecta al piso bajo del inmueble, del que es subarrenda­
tario don , y el del piso primero, que es el causante de la resolución del 
arrendamiento, pues es doctrina conocida que el subarriendo se resuelve 
automáticamente al resolverse el contrato de arrendamiento del que depende, 
ya que es un contrato derivado que requiere inexcusablemente la subsistencia 
del principal, pues no es posible concebir un subarriendo sin arrendatario, ni 
un arrendatario sin arrendamiento, y, por esto, aunque el subarriendo goce de 
la prórroga legal que le conceden la disposiciones transitorias 2." de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, de 1946 y 4." de la vigente, también debe seguir la 
misma suerte que el arrendamiento, puesto que la subsistencia del subarriendo 
en el caso de dichas normas transitorias, se halla subordinada a la continuidad 
del arrendamiento, como han declarado las sentencias de 10 y 15 de marzo de 
1951, 12 de enero y 14 de noviembre de 1952, en doctrina reiterada y recogida 
por la Sentencia- de 30 de septiembre de 1958. 

CONSIDERANDO: que la misma conclusión expuesta en el anterior, es 
aplicable al ocupante del piso tercero de la casa objeto del arriendo, puesto 
que lo habita en virtud de un contrato de subarriendo que data del año 1937 
o 1939 —fecha no determinada—, y aunque haya sido omitida en la demanda 
esta situación jurídica, que .es alegada por vía de excepción por el demandado, 
no puede impedir el éxito de la acción, el no haber sido llamado a la litis 
mencionado ocupante —pretensión del interpelado—, ya que la acción resolu-

• toria, que prospera, está basada en causa que no le afecta para nada, y, sobre • 
todo, porque es innecesario para el éxito de la acción resolutoria de un contrato 
de arrendamiento por causa de subarriendo, que la demanda se dirija contra 
los subarrendatarios, pues no lo .exige precepto legal alguno, y sólo el artículo 
25 de la Ley de Arrendamientos Urbanos lo dispone expresamente en el caso 
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de cesión pa ra conceder al cesionario la opor tunidad de demostrar el consenti­
miento del arrendador, pudiendo el subarrendatario comparecer en los autos, 
en los que deberá ser t.enido como parte, a t í tulo de tercero que tiene interés 
en el asunto, doctr ina sancionada por rei terada jurisprudencia, en sentencias 
de 21 de enero, 4 de marzo, 24 de abril de 1952, 13 d.e febrero de 1956 y 30 
de septiembre de 1958, y plenamente aplicable al caso de autos, y a que se t r a t a 
de contrato de subarriendo, según la propia manifestación del demandado, co­
r roborada por la prueba pract icada a su instancia, entre la que figura la decla­
ración del ocupante del piso referido. 

C O N S I D E R A N D O : que en vir tud de lo expuesto en los anteriores, debe-
declararse asimismo, pa ra evitar cualquier duda o incidente que pudiera surgir 
en la ejecución de esta sentencia, dada la pluralidad de subarrendatar ios que 
ocupan las distintas plantas del inmueble arrendado, que la resolución del con­
t ra to de arrendamiento que impone en su ejecución el lanzamiento del arren­
datario, llevará también consigo la de todos los subarrendatarios que están en 
la posesión material de la cosa litigiosa por título que dimana del primitivo 
arrendamiento, pues es lógico que los derechos derivados, no tengan mayor ex­
tensión que la que corresponde al derecho originario, de suerte que, extinguido 
éste, no deben subsistir aquellos (sentencia de 10 de noviembre de 1949). 

C O N S I D E R A N D O : que no se aprecia temeridad ni ma la fe en esta apela­
ción y por ello no se hace expresa condena de costas. 

FALLAMOS: Que debemos confirmar y confirmamos la sentencia apelada, 
que dictó el I l tmo. Sr. Juez de primera instancia número tres de Murcia con 
fecha catorce de marzo del corriente año, en los autos a que la presente resolu­
ción se cont rae ; sin hacerse expresa imposición de las costas de esta segunda 
instancia a n inguna de las partes . 

Alegado el subarriendo de dos pisos de los cuatro comprendidos en el único 
contrato de arrendamiento, la Audiencia declara resuelto éste por estimar pro­
bado el subarriendo ilegal de un piso, aunque el otro subarriendo carecia de 
virtualidad, para la resolución contractual, por tratarse de un subarriendo pro­
tegido. No obstante, resuelto el arrendamiento, deben resolverse todos los sub­
arriendos de él dependientes, aunque no existise causa específica de resolución 
de los mismos. Finalmente la unidad contractual de los cuatro pisos de la casa 
impone una suerte común ante la resolución que se origina por hechos referen­
tes a uno de los pisos. 

La LAU de 1946 toleró los subarriendos existentes en 1.° dé octubre de 
1946, por un plazo no inferior al de seis meses, aún no autorizado el subarrien­
do, si antes de dicha fecha no se instó el desahucio, mientras no cambiase la 
persona del subarrendatario (disposición • transitoria 2."), quedando asi, dentro 
de los requisitos legales, legalizados los referidos subarriendos, no obstante su 
origen ilegal por la falta de autorización del arrendador exigido bajo la legis­
lación anterior (art. 5.°, letra d del Decreto de 29 de diciembre de 1931 y 9." 
del Decreto de 21 de enero de 1936 referentes a viviendas y establecimientos 
mercantiles respectivamente). La vigente LAU reproduce literalmente dicha dis­
posición que es por tanto el precepto todavía aplicable (disposición transitoria 
4." letra a). 
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Dos son los requisitos necesarios para la existencia de este subarriendo in-
consentido,pero protegido por la ley: su antigüedad, anterior en seis meses 
a 1° de octubre de 1946, y la conducta pasiva del arrendador no habiendo pro­
movido el desahucio antes de dicha fecha; es decir, el transcurso del tiempo y 
la inacción del titular de un derecho. Son éstos los requisitos típicos de los ins­
titutos que consolidan las relaciones jurídicas, como la prescripción y la cadu­
cidad; entre ambas figuras nos parece que la caducidad es la que sirve de ins­
piración legal al privar del derecho a promover la resolución contractual al 
arrendador en este caso. Bien podría haberse configurado así, abiertamente, en 
el propio capítulo III de la vigente LAü, referente al subarriendo, en vez de 
en las disposiciones transitorias (ya que la posibilidad temporal de su aplicación 
ha de prolongarse largamente como lo p7-ueba el presente litigio entablado des­
pués de 12 años de aquella fecha tope), evitando asi el extenso elenco de dis­
posiciones transitorias que continuamente hay que aplicar, uno de los motivos 
que dotan a nuestra LAU de su especial configuración compleja. 

Sobre estos subarriendos tolerados o protegidos el Tribunal Supremo ha 
perfilado, con justeza, su posiblidad de reconocimiento legal, declarando: a) 
que la prueba de su antigüedad corresponde al que pretende ampararse en la 
misma, no sólo por la normal aplicación del art. 1214 CC, sino porque se pre­
tende declarar un contraderecho excepcional o singular (S. de 4 de julio de 
1958); b) que por su carácter excepcional tal disposición debe ser interpre­
tada restrictivamente y por ello el arrendatario o subarrendatario que la invo­
quen, necesitan acreditar que tal subarriendo existió rriediante la demostración 
de sus requisitos fundamentales, que son el tiempo determinado porque se dio 
el goce o uso de la cosa arrendada y el precio cierto, sin que a tal exigencia se 
oponga la doctrina estalecida por esta Sala de no ser necesaria, la prueba di­
recta de todos los elementos integrantes, bastando meras presunciones porque 
tal doctrina se ha proclamado con referencia al arrendador que alega el sub­
arriendo inconsentido, porque no habiendo intervenido en tal acto y hallán­
dose interesados los que lo celebraron en encubrirlo, quedaria ineficaz tal 
causa de resolución si se exigiera al arrendador la demostración precisa del con­
trato de subarriendo, pero tal doctrina no puede favorecer al arrendatario y 
subarrendatario que la invoquen los cuales por haber celebrado el contrato, 
pueden demostrar su existencia con todos los requisitos que lo constituyen 
(S. de 17 de febrero de 1958). 

Declarada en la sentencia, la existencia de otro subarriendo inconsentido, 
éste de fecha reciente y por tanto no protegido por la citada transitoria, se da 
lugar a la resolución del contrato de arrendamiento y como lógica derivación 
de su extinción, a la resolución de todos los contratos de subarriendo existen­
tes, ya que no puede subsistir el subarriendo sin la relación juridica básica 
arrendaticia en que se apoya, según doctrina reiterada por el Tribunal Supre­
mo, recogida en esta sentencia. 
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JURISPRUDENCIA PENAL (Sentencias de la Audiencia 

Provincial de Murcia) 

ANOTADAS POR 
ÁNGEL DE ALBA Y OSUNA 

Abogado Fiscal 

Estafa: Sentencia de 1 1 de abril de 1959 

Incurren en el delito definido en el n.° 1.°, del artículo 529 
del Código Penal, los que obtienen dinero con garantía hipote­
caria sobre unas fincas de valor muy inferior al de la cantidad 
recibida en préstamo, mediante el engaño de hipotecar fincas 
«distintas» de aquellas --de gran valor-- que habían sido mos­
tradas y tasadas en las diligencias preliminares a la constitución 
de la hipoteca, y sobre las cuales, inducido a error, creyó el 
acreedor que se formalizaba el préstamo. (Es Ponencia del 
l l tmo. Sr. Magistrado D. Joaquín de Domingo y Peón). 

C O N S I D E R A N D O : Que los hechos declarados probados son legalmente 
constitutivos de un delito de estafa previsto en el artículo 529, n.° 1.°. del Có­
digo Penal, puesto que los procesados, previamente concertados, enseñaron 
unas fincas de gran precio, haciendo creer que eran las que iban a hipotecar, 
que carecía,n de valor, y en v i r tud de aquello indujeron a error a quienes en­
gañados de este modo, creyeron que recibían la legítima garant ía de] dinero 
que prestaban, consiguiendo así los inculpados el lucro dolosamente apetecido. 

Los tres elementos del delito de estafa: Existencia de engaño, ánimo de 
lucro y perjuicio de tercero, están caracterizados en esta sentencia la que, 
aparte el interés puramente anecdótico de la complicación de la trama usada 
por los estafadores para obtener su ilícito lucro, ofrece al jurista el ejemplo de 
la acertada calificación de un hecho que a algunos pudiera hacer pensar en el 
delito del párrafo 1 ", del artículo 531, del Código Penal que castiga "al que 
fingiéndose dueño de una cosa inmueble la... gravare", tesis ésta que rechaza 
con acierto la sentencia en una objetiva consideración de los hechos en los que 
la ficción de propiedad no está sobre las fincas hipotecas, las cuales pertene­
cían efectivamente al que las grava, sino en hacer creer, con anterioridad al 
otorgamiento de la escritura, que la garantía había de constituirse en fincas 
distintas y de valor muy superior al que tenían las que quedaron afectas a la 
hipoteca, proceder éste que entraña un engaño que cae de lleno en las amplísi­
mas conductas recogidas en el n.° 1.°, del artículo 529 del Código Penal. 

Automovilismo: Sentencia de 23 de abril de 1959 

Comete el delito del artículo 3.°, de la Ley de 9 de mayo de 
1950, el que conduce careciendo del oportuno carnet, aun cuan­
do al ocurrir el hecho hubiera sido examinado y declarado apto 
para la obtención del mismo. (Es Ponencia del l l tmo. Sr. Magis­
trado D. Joaquín de Domingo Peón). 
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C O N S I D E R A N D O : Que como el procesado carecía el día de autos del 
carnet de conducir, es evidente que cometió el delito previsto y sancionado en 
el artículo tercero de la Ley de nueve de mayo de mil novecientos cincuenta, 
sin que pueda eximirle de responsabilidad el que con anterioridad a los hechos 
que se enjuician, hubiera sido examinado y declarado apto para la expedición 
del carnet de primera clase, pues como dicen las sentencias del Tr ibunal Su­
premo de cinco y ocho de mayo de mil novecientos cincuenta y ocho, este de­
lito es de tipo formal y para conducir vehículos de motor, se r.eqviiere la pose­
sión del correspondiente carnet oficial, expedido por una Jefa tura de Obras Pú­
blicas, y no es bas tante para eximirle de culpa .el hecho de que tuviese pericia 
o capacidad técnica para conducir, ni que creyese de buena fe que en tales 
condiciones realizaba un acto lícito. 

Recoge esta sentencia la interpretación, ya consagrada por el Tribunal Su­
premo, de que la habilitación legal para conducir la da sólo la posesión del co­
rrespondiente carnet, sin que tenga valor exculpatorio la simple posesión del 
certificado acreditativo de haber superado con éxito las pruebas exigidas para 
su obtención. 

¿Se cierra con esta interpretación el paso a la posible exclusión de la anti-
juricidad por error? 

Entendemos que no. Es doctrina comúnmente admitida que el error sobre 
la. significación antijurídica del hecho excluye el dolo, de tal manera que el 
que obra en la creencia de hallarse en el ejercicio de un derecho no comete de­
lito. Por ello el conductor, que sin poseer carnet, conduce en la creencia seria, 
fundada y demostrada, de que puede hacerlo —por la circunstancia que sea-
no comete delito. Error aún más estimable cuando, como en el presente caso, 
no se trata de la infracción de normas penales "stricto sensu", sino de normas 
administrativas con valor punitivo a través de un tipo penal en blanco. Admi­
tir lo contrario, sería tanto como atacar el príncipio de voluntariedad de las ac­
ciones humanas en que descansa nuestro Derecho Penal. 

Puestas asi las cosas estimamos, que el alcance de las sentencias citadas no 
ha de ser otro que ceñir la aplicación de la Ley a sus justos términos conclu­
yendo resumidamente: 

a) Que la habilitación legal para conducir la da sólo la posesión del opor­
tuno permiso reglamentariamente obtenido. 

b) Que el conducir sin el permiso o carnet constituye el delito del articu­
lo 3.°, de la Ley de 9 de mayo de 1950. 

c) Que, no obstante lo anteríor, el dolo del que conduce ilegalmente puede 
ser excluido —y con él el delito— por error sobre la significación antijurídica 
del hecho, siempre que este error sea serio, fundado y suficientemente demos­
trado. 

Imprudencia: Sentencia de 8 de mayo de 1959 

Es imprudente la conducta del procesado al conducir un ca­
mión a velocidad altamente excesiva en atención a la carga, lu­
gar, hora, estado del terreno y anchura de la vía, que trajo como 
consecuencia perder el control del vehículo dando lugar a pre­
cipitarse contra otro, surgiendo como consecuencia directa, ma-
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les en personas, animales y cosas de que debe responder quien 
los provocó. (Es Ponencia del l l tmo. Sr. Presidente del Tribunal 
D. Vicente Jorge y Ochoa). 

C O N S I D E R A N D O : Qu.e los hechos declarados probados son legalmente 
constitutivos de un delito de imprudencia temeraria previsto en el párrafo pri­
mero del artículo 565 del Código Penal, que de haber mediado malicia integra­
ría el de homicidio, lesiones y daños, pues el procesado con su actividad noto­
r iamente imprudente, causó un mal a tercero, med iando la necesaria relación 
de causalidad entre aquel elemento y resultado dañoso, concurriendo en el caso 
de autos todos y cada uno de los factores que la jurisprudencia exige pa ra el 
nacimiento del indicado delito, como son: actividad negligente o falta de pre­
visión u omisión de las más elementales reglas de precaución que la mente hu­
mana debe precaver pa ra evitar un mal, que es precisamente lo que realizó el 
inculpado al conducir un camión a velocidad al tamente excesiva en atención 
a carga, lugar, hora, estado del terreno y anchura de vía, que trajo como con­
secuencia el perder el • dominio o control del vehículo cuando al variar de di­
rección y perder estabilidad no pudo regirlo con la seguridad que exigía la ga­
ran t ía del tráfico pa ra terceros, dando lugar con ello a precipitarse contra otro 
vehículo que previendo cualquier posible accidente adoptó las máximas pre­
cauciones reduciendo su marcha has ta casi quedar parado, surgiendo como 
consecuencia directa de aquello, males en personas, animales y cosas de que 
debe responder quien los provocó, t an to más cuanto que según se infiere de 
p rueba documental , algunos de los badenes que atravesó el inculpado antes 
del de autos, se hallaban en deficiente estado de limpieza. 

Anotamos esta sentencia por el cuidado detalle con que perfila los elemen­
tos de la imprudencia, y la ejemplaridad del hecho castigado, cuya evocación 
es advertencia a todo conductor del rigor con que deben observarse las naturales 
y reglamentarias prescripciones para conducir y conseguir, con su observancia, 
un tráfico seguro, so pena de incurrir en el rigor de la Ley. 




